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DESCRIPCIÓN: Motivos que permitirán establecer un paralelo entre los aspectos 
de los modelos de responsabilidad penal juvenil característicos de los Estados 
Unidos y Colombia que permita comparar los sistemas en función de los fines que 
cada uno persigue en relación con las infracciones de la ley penal cometidas por 
niños, niñas y adolescentes. 
METODOLOGÍA: en analizar los motivos por los que se aplican las penas, con el 
propósito de comprender las razones políticas, jurídicas y sociales en las que se 
fundamenta el poder punitivo de un Estado. (El sistema, las normas y sus 
destinatarios) En el contexto del presente artículo, estos motivos permitirán 
establecer un paralelo entre los aspectos de los modelos de responsabilidad penal 
juvenil característicos de los Estados Unidos y Colombia que pueden ser 
comparados en función de los fines que cada uno de estos Estados persigue con 
respecto a las infracciones de la ley penal cometidas por niños y adolescentes. 
 
PALABRAS CLAVE: Derechos Fundamentales, Dignidad Humana, Estado, Pena, 





Los sistemas penales propios de los Estados constitucionales de carácter 
democrático derivan su poder de la autoridad soberana de sus electores. Estas 
personas son quienes le han otorgado el poder a los gobernantes para que 
garanticen las libertades que en ausencia de Estado resultan imposibles de 
garantizar mediante vías no violentas o por lo menos de manera armónica. 
Mediante su soberanía, los individuos no sólo se someten voluntariamente al 
imperio de la ley: también aceptan el ejercicio de la fuerza que encarna el poder 































































policivo y punitivo del Estado como una manera de ejercer el control social de 
quienes, en forma voluntaria o no, exceden los cánones legítimos y legales que se 
espera que sigan, respeten o se abstengan de vulnerar. El derecho penal tutela 
estos bienes (la libertad, la vida, la dignidad y todos los derechos relacionados con 
esta) en virtud del poder soberano, y por la misma razón está facultado para 
asignar condenas a quienes atenten contra estos o los pongan en riesgo. 
 
Sin embargo, estas penas o condenas adquieren un matiz diferente cuando se 
trata de las niñas, los niños y los adolescentes, pues se parte del supuesto de que 
por su condición de tales, merecen un trato diferenciado y especial que vaya más 
allá de imponer castigo y reprimir las conductas desorientadas. Debe recordarse 
que estos individuos están bajo la especial tutela de los adultos y en general, del 
Estado, y que, por lo mismo, el poder punitivo no puede adoptar frente a ellos las 
mismas posiciones en las que se justifica el actuar sobre los adultos. Por el 
contrario, se debe orientar la capacidad punitiva de tal manera que no solo 
imponga condenas, sino que, como forma de control social (que es una de las 
funciones del derecho penal), regule, rehabilite, resocialice y cree las condiciones 
necesarias y adecuadas para que los menores tengan la posibilidad de reorientar 
sus conductas y elegir voluntariamente opciones diferentes al delito. 
 
En virtud de lo anterior, los Estado no sólo están en la obligación de garantizar el 
ejercicio libre de los derechos fundamentales, sino de generar y mantener las 
condiciones necesarias para que los individuos puedan ejercerlos, especialmente 
cuando estos individuos por su condición de niños, niñas y adolescentes 
requieren, merecen, exigen y tienen derecho a un trato particular, especial y 
diferenciado. Es precisamente en este ámbito, como en otros que van más allá del 































































carácter punitivo, en que el poder político cobra sentido; con base en este, los 
Estados legislan, ejecutan y judicializan o juzgan todas y cada una de las 
actividades humanas, al tiempo que celebran acuerdos de carácter internacional 
con otros sujetos de derecho en procura de lograr los fines esenciales que deben 
al pueblo soberano y de proteger los intereses particulares de los ciudadanos 
(niños, niñas y adolescentes) en el ámbito interno y externo. 
 
El derecho penal no puede escapar de esta dinámica, si se tiene en cuenta el 
contexto político en el que se fundamenta y los fines que se persiguen con el 
poder punitivo. Si los Estados colombiano y estadounidense tienen en común su 
carácter contractual, comparten los principios y derechos relacionados con la 
libertad, y se fundamentan en la idea de dignidad humana, el poder punitivo debe 
ser consecuente con las premisas constitucionales, absteniéndose de aplicar 
penas injustas o que en virtud del pacto fundamental y las leyes derivadas del 
poder legislativo (soberano) están prohibidas. Cuando ocurre lo contrario, los 
Estados carecen de la legitimidad suficiente para ejercer el poder político en forma 
justa. 
 
Tanto Colombia como Estados Unidos han firmado tratados internacionales sobre 
derechos humanos, además de coincidir en las ideas, valores y principios que 
fundamentan sus modelos políticos democráticos y contractuales. Por esta razón, 
la práctica de penas crueles, inhumanas, degradantes o de cualquiera otra 
sanción que contravenga los fundamentos del Estado, evidencia un problema de 
legitimidad (y por supuesto de legalidad) que sugiere que los individuos no tienen 
la potestad de decidir sobre sus propias vidas y libertades porque han cedido al 
poder punitivo la capacidad para disponer de estos de manera arbitraria. Esto es 































































contradictorio si se parte de la base de que estamos ante dos modelos de Estado 
que, por su rasgo fundamental, deberían proteger la dignidad humana a toda 
costa, incluso absteniéndose de disponer de ella bajo el pretexto de la seguridad, 
la utilidad o el cumplimiento de los fines del gobierno. Cualquier potestad que vaya 
más allá de las vidas mismas de quienes voluntariamente constituyen el Estado y 
otorgan a sus gobernantes el poder, resulta ilegítima y por lo tanto inaceptable; 
especialmente si es ejercida sobre individuos que por su condición misma se 
encuentran bajo la particular tutela del Estado, como son los niños, las niñas y los 
adolescentes. 
 
Aunque Estado Unidos afirme que su poder punitivo tiene como fin la protección 
del menor, y por la misma razón encuentre aceptable continuar concibiéndolo 
como un objeto de compasión y represión, su modelo de Estado y su realidad 
social exigen que los menores sean tratados de otra manera. El fin de la pena 
debe orientarse de acuerdo con la constitución y no con la utilidad, y es claro que 
en el caso de los Estados Unidos, las motivaciones de las sanciones, en especial 
de la pena de muerte y las condenas perpetuas, no sólo no responden a los 
principios constitucionales, sino que dependen de un sistema de justicia penal 
juvenil que en lugar de rehabilitar, resocializar y reeducar al menor, lo 
sobreprotege, lo margina y le quita la posibilidad de desarrollarse, moral, social y 
profesionalmente en un ambiente en el que debería aprender. Esto requiere que 
los niños, niñas y adolescentes sean “expuestos”, siempre que sea bajo la tutela 
de los adultos y de un sistema que les de las herramientas para optar por algo 
más que el delito o las conductas dañinas. 
 































































En contraste con lo anterior, el contexto colombiano de los niños, niñas y 
adolescentes, tal vez evidencie el externo contrario al caso estadounidense, ya 
que los menores se encuentran “sobre expuestos” a situaciones que sin la 
orientación de los adultos también los convierten en víctimas o victimarios. Las 
situaciones de marginalidad en las que viven muchos niños, niñas y adolescentes 
en Colombia quizá no sean las de cualquier menor en los Estados Unidos, pero en 
ambos casos se trata de circunstancias marginales y perjudiciales para el 
adecuado desarrollo moral. La solución, sin embargo, no puede consistir en un 
aislamiento indefinido que termine en una condena a muerte, ya que de esta 
manera se victimiza al menor dos veces, condenándolo a una pena perpetua o 
cuasi imprescriptible, para luego aplicarle la pena capital. Yendo un poco más allá 
del análisis propio de este artículo, la solución al problema del menor infractor de 
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